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Sentencia 329/1993, de 12 de noviembre (BOE de 10 de diciembre). Conflicto
positivo de competencia promovido por el Consejo Ejecutivo de la Ge-
neralidad de Catalufia en relacién con los art. 5 y 6 péirrafo 5, del Real

decreto 1613/1985, de 1 de agosto.

Ponente:
Miguel Rodriguez-Pifiero y Bravo-Ferrer

Este conflicto de comperencia impug-
na el mencionado Real decreto que es-
tablece nuevas normas de calidad del aire
en relacién con contaminacién por didxi-
do de azufre y particulas en suspensién,
por invasién de las comperencias aucond-
micas en materia de proteccion del medio
ambiente (art. 10.1.6 EAQC).

El arc. 5 del Real decreto 1613/1985,
en su redaccién orniginaria, establecia que
en las zonas donde se superaran los valo-
res limires de concentraciédn de didxido
de azufre y particulas en suspensidn se-
gin las tablas escablecidas en el anexo,
podrian ser declaradas por el Gobierno
zonas de acmdsfera contaminada. Esta
declaracién implicaba la adopcién de un
régimen administrativo especial consis-
tente en determinadas medidas de lucha
contra la contaminacién en la zona afec-
tada.

El art. 6, pdrrafo 5, del Real decrero
establecia que la declaracién o cesacién
de la zona de atmésfera contaminada co-
rresponde al Gobierno tras un procedi-
miento iniciado por expedienre de los
ayuntamientos afectados que se remite a
la auroridad ambiental de la Comuniad
Aurénoma que completa su inscruccién.
Esta, a su vez, remite el expedience 2 la
Comisién Incermimiscerial de Medio Am-
biente (CIMA), que eleva su propuesta al
Consejo de Ministros para su aprobacién.

En concreto, en este conflicro de com-
petencia se discute si la facultad estacal
para la declaracién de zona de armésfera
contaminada por parce del Gobierno y
para su cesi6n, dada su naturaleza tipica-
mente ejecutiva, incide en las facultades

ejecutivas y de gestién que en materia de
medic ambiente corresponde a la Comu-
nidad Auténoma.

Un problema previo al pronuncia-
miento sobre el fondo det asunto consiste
en determinar si la estimacién parcial
que realiza el Gobierno del requetrimien-
to previo de la Generalidad de Catalufia,
formalizada a través del Real decreto
1154/1986, de 11 de abril, implicaba la
desaparicién del objeto de conflicto. Sin
embargo, la modificacién consistia en
una adicién mediance la cual la declara-
cién de zona de atmdésfera contaminada
tan s6lo se podia adoptar por el Gobierno
cuando se sobrepasara el dmbito territo-
rial de una comunidad auténoma. Esta
modificacién no satisface la reclamacién
de la Generalidad de Cataluiia que recae
sobre la competencia para dictar resolu-
ciones siempre que la contamincidn afec-
te a su dmbito terricorial. )

El Tribunal Constirucional considera
que a partir de los are. 148.1.98,
149.1.23 CE y 10.1.6 EAC se desprende
sin lugar a dudas que las faculrades ejecu-
tivas o de gestidn corresponden a la Ge-
neralidad de Caralufia. Sin embargo, tan
sélo se pueden adoptar dichas medidas
cuando la zona de atmésfera contaminada
se circunscribe al émbito de la Comuni-
dad Auténoma. Este hecho implica otor-
gar tan sélo singularidad al supuesto de
que la zona contaminada afecta a diversas
comunidades auténomas y examinar, tal
y como propugnaba la Generalidad, si
dentro de esta problemdtica que el Es-
tado se reserve s6lo facultades de coordi-
nacién.

Este criterio de la Generalidad es
adoprado por el Tribunal Constitucional,
que considera que el art. 5 del Real de-



ACTIVIDAD NORMATIVA... 427

creto 1613/1985 desconce toda posibili-
dad de ejercicio coordinado y paraleto de
competencias autonémicas para el trata-
miento de problemas de dimensién su-
pracomunitaria. El criterio adoptado por
el precepto es la actuaci6n directa del Es-
tado con exclusi6n completa de la com-
petencia ejecutiva de la Comunidad Au-
ténoma.

El Tribunal Consticucional considera
que la actuacién directa del Estado en
medio ambiente tan s6lo es posible en ca-
sos extraordinarios y a causa de razones
de seguridad y de grave y urgente necesi-
dad, para evitar dafios icreparables y para
asegurar la consecucién de la finalidad
objetiva que corresponde a la competen-
cia estatal sobre las bases (STC 48/1988,
de 22 de marzo).

Estos supuestos de actuacién directa
del Estado no se plantean en esce caso
concreto. El Real decreto regula la inter-
vencién ejecutiva del Estado como su-
puesto normal de actuacién, sieado su re-
daccién tan genérica y ambigua en
relacién con la naturaleza, circunstancias
concurrentes, origen y efectos de la de-
claracién que puede dar lugar a un vacia-
miento efective de las competencias de la
comunidad auténoma. De escos condi-

cionamientos, el Tribunal Constitucional
deduce la invasidn de la competencia de
la Generalidad ocasionada por el arc. 5
del Real decreto 1613/1985.

En refacién con el art. 6, parrafo 5, del
mencionado Real decreto, el Tribunal
Constitucional considera que no lesiona
el orden constitucional de competencias
ya que en el procedimiento de tramita-
cidn estd prevista la intervencién de las
comunidades auténomas. La elaboracién
del plan corresponde a los ayuntamientos
implicados, que deben recabar la oporru-
na asistencia técnica de las adminiscracio-
nes autondmicas compertentes. El disefio
es respetuoso con la necesaria cooperacidn
entre administraciones, y que las comu-
nidades auténomas no ven desplazadas
sus funciones ejecutivas mds que en el
caso de que la declaracién de la zona so-
brepase su territorio y en virtud de las
razones excepcionales anteriormente ex-
puestas, pero no en la elaboracién del
plan de medidas, ni en la posterior ejecu-
¢i6n del plan. Este criterio debe conside-
rarse como incerpretativo para encender y
ser coherente con el anterior pronuncia-
miento sobre el art. 5 del Real decreto
1613/1985.

Juan Carlos Gavara

Sentencia 330/1993, de 13 de noviembre (BOE de 10 de diciembre). Conflicto
positivo de competencia promovido por el Gobierno vasco en relacién con
la Resolucién de la Direccién General de Renovacién Pedagdgica, de 26 de

febrero de 1987.

Ponente:
Carlos Viver Pi-Sunyer

El presente conflicto de competencia
impugna la mencionada Resolucién que
se dirige a profesores numerarios de in-
glés de nivel no universitario con el ob-
jeto de convocar 201 plazas para asistit a
actividades de perfeccionamiento en el
Reino Unido y en Espafia durante el ve-

rano de 1987 con la colaboracién del
Consejo Britdnico.

El Tribunal Constitucional delimita el
objeto del conflicto segin tres criterios:

@) La Resolucién establece una activi-
dad subvencional de fomento consistente
en la afectacién de unos fondos piblicos
con la finalidad de la formacién del per-
sonal docente mediante la concesién de
unas ayudas econdémicas a determinados



